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TERCERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

EXPEDIENTE: 0031/2020-3

ACTOR: **********
DEMANDADO: SEGUNDA SÍNDICO MUNICIPAL Y REPRESENTANTE LEGAL DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO

San Luis Potosí, S.L.P., a 28 veintiocho de agosto de 2020 dos mil veinte. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Administrativo número 0031/2020-3, promovido por ********** contra actos de la Segunda Síndico Municipal y Representante Legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo de quince de enero de dos mil veinte, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Segunda Síndico Municipal y Representante Legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la nulidad del siguiente acto: “El acuerdo del 8 de noviembre de 2019 que emitió la Segunda Síndico del Ayuntamiento, en la que en su párrafo tercero entre otras cosas dice que mi denuncia es improcedente.”; manifestando que tuvo conocimiento del acto impugnado el día once de noviembre de dos mil diecinueve. Con proveído de fecha catorce de febrero de dos mil veinte se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, se ordenó correr traslado con el escrito de contestación a la parte actora para que manifieste lo que a su derecho convenga; en el mismo auto se señaló fecha y hora para la audiencia final. La audiencia referida se verificó, el cuatro de marzo de dos mil veinte, con asistencia de los delegados de la autoridad demandada, y sin que asistiera representante alguno de la parte actora; en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales aportadas por las partes, dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta de los que fueron formulados por la autoridad demandada, se certificó que no fueron formulados por la parte actora, y se citó para resolver en definitiva. 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción IX, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28 fracción I, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada ente un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, en la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la exhibición del oficio ********** de fecha 8 de noviembre de 2019, que constituye el acto impugnado en este juicio de nulidad; documento visible en fojas 16 a 18 de este sumario.

La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada se encuentra acreditada en este Tribunal, pues acompañó copia certificada del Periódico Oficial del Estado, publicado el 30 de septiembre de 2018, que contiene la Declaración de Validez de la Elección de los 58 cincuenta y ocho Ayuntamientos comprendidos en el Estado de San Luis Potosí, mismos que estarán en ejercicio del 1º de octubre del año 2018 al 30 de septiembre del año 2021; documento que obra en fojas 32 a 42 de este expediente.

Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos, en el desempeño de sus funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del acuerdo del 8 de noviembre de 2019 que emitió la Segunda Síndico del Ayuntamiento, en la que en su párrafo tercero entre otras cosas dice que la denuncia del actor es improcedente.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En esa tesitura, se advierte que la demandada en su escrito de contestación opuso la excepción de falta de acción, señalando que en la resolución combatida esgrimió las razones que tuvo para emitirla en el sentido que lo hizo; argumentos que constituyen la materia del fondo del asunto, por lo que serán estudiados al resolver sobre la legalidad del acto impugnado en este juicio de nulidad.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados, por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 y 4 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”
SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo de los Conceptos de Impugnación, en la parte que se duele de violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica, falta de congruencia y exhaustividad e indebida fundamentación y motivación en la emisión del acto impugnado, que se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento. 
Concepto de impugnación que en la parte medular señala lo siguiente:
“VIII.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN” 

“…el acuerdo aquí impugnado resulta ser contrario a los numerales 164 y 165 del Código Procesal Administrativo… la respuesta no es congruente ni exhaustiva… la información proporcionada es insuficiente con lo que peticioné en mi denuncia…”
“ÚNICO.- La incorrecta apreciación, discernimiento y estudio de mi denuncia y en consecuencia la carente e ilegal respuesta que emitió… al decir que mi denuncia era improcedente… viola mis derechos de legalidad y seguridad jurídica, por su falta de congruencia, exhaustividad y completitud del multicitado acuerdo.”

“…en su respuesta dijo haberla declarado improcedente bajo el argumento de que se encontraba pendiente de resolver el recurso de inconformidad… y que por tal motivo no entró al estudio de mi denuncia… mi denuncia no está vinculada con dicho procedimiento y por lo tanto lo resuelto en el recurso de inconformidad no incide en la denuncia… y menos aún debería incidir en la respuesta… mi denuncia fue hecha conforme a lo establecido por los artículos 500 y 529 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado…”

“…existe la denuncia pública señalada en el artículo 500 y, por lo mismo, la autoridad se encuentra obligada, en principio a investigar si la denuncia tiene fundamento y si el fraccionamiento cuenta, o no, con los permisos y licencias correspondientes, lo que en el caso no aconteció, hecho lo cual deberá resolver conforme a derecho.”
“…Además… el aquí actor, es ajeno a dicho juicio de amparo… y a la inconformidad… lo que ahí haya sido resuelto no le puede deparar perjuicio alguno y menos servir de fundamento a la Síndico Municipal para que hubiese determinado que mi denuncia era improcedente porque según ella estaba sub judice el repetido juicio de garantías…”

“…el acuerdo de 8 de noviembre de 2019 mediante el que la autoridad responsable pretende darme respuesta carece de congruencia con lo solicitado… no es completa y sobre todo su fundamentación y motivación son incorrectas… no resolvió expresamente todos los puntos propuestos… mi denuncia no es improcedente ya que la misma consistió en denunciar a dicha autoridad municipal una actuación ilícita o poner en conocimiento un suceso irregular, como lo es la existencia de un fraccionamiento que no cumple con los requerimientos legales… conforme al artículo 500 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, dicha denuncia puede ser hecha por toda persona física o moral, respecto de cualquier acto u omisión que contravenga las disposiciones de dicha ley y también para exigir que se apliquen las medidas de seguridad y sanciones procedentes.”
[Énfasis añadido]
Concepto de impugnación que resulta fundado y suficiente para decretar la ilegalidad del acto impugnado, de acuerdo a lo siguiente:

En primer término, se debe precisar que el acto impugnado fue emitido en respuesta a una denuncia presentada por el hoy actor, la cual obra en fojas 6 a 14 de este expediente, y que medularmente dice:

“AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO

DE SU SÍNDICO PROCURADOR.
P R E S E N T E.

********** por derecho propio… atentamente pido:

El artículo 500 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí dispone: …
Por tanto, dicho precepto me legitima para formular la siguiente:

DENUNCIA

ANTECEDENTES.

Es un hecho público y notorio, además de pleno conocimiento de este Ayuntamiento que… en el juicio de amparo… promovido ante el Juez Primero de Distrito en el Estado, en el que el 22 de marzo de 2019 el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, al decidir la revisión… en la parte que aquí interesa, revocó la resolución de dicho Juez y en su lugar amparó a la quejosa para los efectos que precisó en la última parte del fallo de que se trata.
Por tanto, por haber sido parte en el expresado juicio de garantía, este Ayuntamiento tiene pleno conocimiento de que tal concesión de la protección constitucional fue con base en las consideraciones y para los efectos siguientes: …

…Del mismo modo, es público y notorio que este Ayuntamiento, en cumplimiento a la ejecutoria de amparo de que se trata, en la sesión del 15 de abril de 2019 dejó sin efecto lo resuelto en la que había celebrado el 14 de agosto de 2014.

Por otra parte, la referida Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, entre otras disposiciones contiene las de los siguientes artículos: 
Artículo 270…

Artículo 300…

Artículo 401…

Artículo 500…

Artículo 501…

Artículo 526…

Artículo 529…

…Por tanto, mediante este escrito denuncio los actos y omisiones en que ********** ha incurrido ya que sin contar con las licencias de cambio de uso de suelo y de alineamiento y números oficiales, así como con las claves de empadronamiento y con la autorización de la fusión de los dos predios, ha construido el fraccionamiento denominado ********** que ha desarrollado en dichos predios de manera que ha vendido lotes, realizado edificaciones, abierto calles y ejecutado obras de urbanización, de tal suerte que se trata de un fraccionamiento totalmente irregular. 
En consecuencia, con apoyo en el invocado 529 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, respetuosamente
PIDO:

PRIMERO.- Ordene la inmediata suspensión de las obras e instalaciones de que se trata, es decir, la construcción que ********** ha realizado en el fraccionamiento denominado ********** (fracción I).
SEGUNDO.- Imponga a ********** una multa del cinco al veinte por ciento del valor total que hubiere correspondido a la urbanización del fraccionamiento, sin perjuicio de obligarlo a demoler por su cuenta, una vez agotado el procedimiento que se establece en esta Ley para ello, las obras e instalaciones que hubiere realizado (fracción II).
TERCERO.- Disponga que ********** indemnice a los afectados en los términos de la legislación aplicable (fracción III).
CUARTO.- Fije a ********** un plazo no mayor de quince días hábiles para que informe a esta autoridad municipal, sobre la venta de lotes o predios que haya efectuado y sobre el estado que guarden las obras de urbanización del fraccionamiento o condominio de referencia (fracción IV).
QUINTO.- Mediante avisos y publicaciones que este Ayuntamiento haga, por tres ocasiones consecutivas y con cargo ********** ponga del conocimiento público que el fraccionamiento denominado ********** desarrollado por la propia ********** se llevó a cabo sin autorización oficial (fracción V)
SEXTO.- En el caso de que, agotado el procedimiento de ley, ********** no demuela las obras e instalaciones que ha realizado en el referido fraccionamiento, ordene que dicha demolición sea con cargo a ella (fracción VI)
SÉPTIMO.- Provea en breve término, como lo dispone el artículo 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las peticiones anteriores y ordene que todos los acuerdos que sean dictados con motivo de esta denuncia me sean notificados en el domicilio que al efecto he señalado.
PROTESTO MIS RESPETOS.

San Luis Potosí, 30 de agosto de 2019.
**********”
De lo que se advierte, que el actor con fundamento en el artículo 500 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, denunció actos y omisiones que considera contravienen las disposiciones de la Ley en cita, y que derivan de la construcción que ********** ha realizado en el fraccionamiento denominado ********** mismo que a su decir, no cuenta con las licencias de cambio de uso de suelo y de alineamiento y números oficiales, así como con las claves de empadronamiento y con la autorización de la fusión de los dos predios.
Solicitando además, la intervención del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por conducto de su Síndico Procurador, para que realice las acciones contenidas en el artículo 529 del mismo ordenamiento legal, dado que en el citado fraccionamiento se han vendido lotes, realizado edificaciones, abierto calles y ejecutado obras de urbanización, sin contar con las licencias correspondientes, por lo que considera que se trata de un fraccionamiento totalmente irregular.
Ahora bien, del análisis del acto impugnado, visible en fojas 16 a 18 del sumario, se advierte que la autoridad demandada declaró improcedente la denuncia presentada por el hoy actor, señalando en la parte medular lo siguiente:

“… Analizada que fue la denuncia de mérito, y de la lectura de la misma, se advierte que se encuentra vinculada al Juicio de Amparo ********** promovido por… al cual recayó sentencia… ante lo cual la quejosa promovió recurso de revisión… instancia que en fecha… pronunció sentencia... revocó la sentencia dictada por el A quo, al decidir en el amparo en revisión… en la parte conducente en que sustenta su denuncia, y en su lugar amparó a la quejosa… los cuales son de su conocimiento, por así manifestarlo y haberlos transcrito en su escrito de denuncia… en consideración de lo anterior, se advierte que su denuncia es improcedente.”
“Lo anterior se considera así, toda vez que si bien es cierto existe un pronunciamiento del Juez de Distrito… en el sentido de que la sentencia de amparo se encuentra cumplida en su totalidad… a la fecha aún está sub judice el juicio de garantías… la quejosa… promovió recurso de inconformidad… sin que a la fecha esté resuelto, de ahí que su denuncia deviene improcedente, por encontrarse vinculada con el juicio de mérito, ello acorde con lo mencionado por usted, de cuyo recurso, como ya se dijo, no ha recaído sentencia en la actualidad.”
“Lo anterior se hace de su conocimiento, con fundamento en los artículos 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 3 fracción I; 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 500 y 501 último párrafo de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí; 75 fracciones I y II de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, y 111 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí. …”
De la trascripción anterior, se desprende que la autoridad demandada señala como motivos para declarar improcedente la denuncia, que de la lectura de la denuncia advierte que se encuentra vinculada a un juicio de amparo que a la fecha de emisión del acto impugnado no ha sido resuelto; que esto es del conocimiento del actor; y, que por ello e la denuncia es improcedente; señalando como fundamentación de su acto los artículos 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 3º fracción I; 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 500 y 501 último párrafo de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí; 75 fracciones I y II de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, y 111 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí.

Por lo que le asiste la razón al actor al señalar que el acto impugnado es incongruente con lo solicitado, ya que no se entró al estudio ni se resolvió sobre los puntos propuestos en la denuncia que presentó, pues la propia demandada refiere que lo determinado fue en razón a la simple lectura de la denuncia; cuando en la misma se observa que lo que el actor denunció ante la autoridad demandada, fue la falta de licencias de cambio de uso de suelo; de alineamiento y números oficiales; claves de empadronamiento; y, autorización de fusión de dos predios para la construcción del fraccionamiento ********** en ese sentido, la autoridad demandada, no debió limitarse a realizar una lectura de la denuncia y concluir que por estar relacionada con un juicio pendiente de resolver era improcedente, pues aunque ello hubiere acontecido, el actor no es parte en el citado juicio, y  el trámite de su denuncia no depende de lo que se resuelva en el mismo.

Siendo que la autoridad estaba obligada a analizar de manera exhaustiva todos los puntos contenidos en la denuncia, para concluir de forma congruente si estos formaban parte o no de lo que se encontraba pendiente de resolver en el juicio de amparo a que hizo referencia, es decir si fueron materia del recurso de inconformidad que se promovió en el mismo; lo que no aconteció en el caso que nos ocupa; pues solo se limitó a señalar que la denuncia era improcedente, por estar vinculada a un juicio de amparo que se encuentra sub judice, sin realizar un estudio exhaustivo de lo que se estaba planteando, para emitir un acto o resolución congruente con lo peticionado.
Máxime que, de la documental exhibida por la autoridad demandada consistente en copias certificadas de la sentencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en el amparo en revisión ********** correspondiente a la sesión ordinaria de veintidós de marzo de dos mil diecinueve, visible en fojas 63 a 249 de este sumario, a la que se otorga valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ella, de conformidad con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado; se advierte que lo relativo al cambio de uso de suelo, las licencias de alineamiento y números oficiales, las claves de empadronamiento y, la autorización de la fusión de predios a favor de **********, que es precisamente a lo que se refiere la denuncia presentada por el aquí actor, no fue materia del recurso de inconformidad que la autoridad demandada dijo se encontraba pendiente de resolver, de ahí que estos puntos ya estaban resueltos y firmes; sin que ello fuera advertido por la autoridad demandada, ante la falta de exhaustividad en el estudio de lo que se estaba planteando en la denuncia, lo que generó, por una parte, que la demandada no advirtiera que el actor no fue parte en el citado juicio de garantías; y, por otra, que los puntos denunciados por el actor no fueron materia del recurso planteado, por tanto tampoco estaban pendientes de resolver.
En ese sentido, el acto impugnado es incongruente con lo peticionado por el particular, además de que se encuentra indebidamente fundado y motivado, en cuanto a la improcedencia de la denuncia presentada por el hoy actor, pues si bien es cierto, en el mismo se mencionó el numeral 501 último párrafo de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, que establece que no se admitirán a trámite denuncias notoriamente improcedentes o infundadas; también lo es, que la autoridad demandada, previo a declarar la improcedencia de la denuncia, debió revisar los puntos contenidos en la misma, y con base en ello, señalar de manera clara y precisa los motivos por los cuales, en su caso, se actualizó la improcedencia, de ahí que lo manifestado en el acto impugnado, es insuficiente para tenerlo por debidamente fundado y motivado, ante la omisión del estudio de lo que se está planteando, según se ha venido señalando. 

Cabe destacar que, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 500 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí a que se ha hecho referencia, cualquier persona física o moral puede denunciar ante el Ayuntamiento Municipal, cualquier acto u omisión que contravenga las disposiciones de esa Ley, igualmente tendrá derecho a exigir que se apliquen las medidas de seguridad y sanciones procedentes; lo que aconteció en el caso del actor, quien denunció actos y omisiones en que incurrió la empresa ********** al haber construido el fraccionamiento ********** sin contar con licencia de cambio de uso de suelo, licencia de alineamiento y números oficiales, claves de empadronamiento y, autorización de fusión de predios; solicitando se proceda en términos de lo dispuesto en el artículo 529 del mismo ordenamiento legal, en razón de que la persona moral señalada ha vendido lotes, realizado edificaciones, abierto calles y ejecutado obras de urbanización. Numerales en comento, que dicen:

“ARTÍCULO 500. Toda persona, física o moral, podrá denunciar ante la instancia de procuración de ordenamiento territorial y demás instancias estatales y municipales competentes, cualquier acto u omisión que contravenga las disposiciones de esta Ley, las leyes estatales en la materia, las normas oficiales mexicanas o los programas a que se refiere esta Ley. Igualmente tendrán derecho a exigir que se apliquen las medidas de seguridad y sanciones procedentes y solicitar ser representados ante las autoridades administrativas y jurisdiccionales que corresponda.

“ARTÍCULO 529. En los fraccionamientos o condominios en que se vendan lotes, se realicen edificaciones, se abran calles o ejecuten obras de urbanización sin haber obtenido previamente la autorización correspondiente, el ayuntamiento respectivo, al tener conocimiento de lo anterior, procederá de la siguiente forma:
I. Ordenará la inmediata suspensión de las obras e instalaciones de que se trate;
II. Impondrá al fraccionador o promotor una multa del cinco al veinte por ciento del valor total que hubiere correspondido a la urbanización del fraccionamiento, sin perjuicio de obligarlo a demoler por su cuenta, una vez agotado el procedimiento que se establece en esta Ley para ello, las obras e instalaciones que hubiere realizado;
III. Deberá indemnizar a los afectados en los términos de la legislación aplicable;
IV. Fijará al responsable un plazo no mayor de quince días hábiles para que informe a la autoridad municipal, sobre la venta de lotes o predios que haya efectuado y sobre el estado que guarden las obras de urbanización del fraccionamiento o condominio;
V. Hará del conocimiento público que el fraccionamiento o condominios de que se trata se llevó a cabo sin autorización oficial, mediante avisos y publicaciones que por tres ocasiones consecutivas y con cargo al propietario o responsable del fraccionamiento o condominio, y
VI. Ordenará demoler, si el propietario o responsable no cumpliere con lo dispuesto en la fracción anterior, las obras e instalaciones realizadas, con cargo al infractor una vez agotado el procedimiento establecido en esta Ley.
[Énfasis añadido]
En consecuencia, los argumentos de la demandada en el sentido de que la denuncia está vinculada con un juicio de amparo que se encuentra pendiente de resolver, no es razón suficiente para declarar improcedente la denuncia, pues como se señaló, primero debió analizar todos los puntos planteados en la misma, para concluir si eran materia del recurso de inconformidad que se encontraba pendiente de resolver en el juicio de amparo que señaló, y de haberlo hecho, se habría percatado que no fue así; y que en realidad lo planteado en la denuncia, es materia de estudio del fondo de la misma, de acuerdo con lo establecido en el artículo 500 de la Ley de la materia; de ahí que si los hechos denunciados por el hoy actor puedan o no contravenir las disposiciones de la citada Ley, deberán analizarse por la autoridad al resolver sobre la procedencia o inoperancia de la denuncia ciudadana, según sea el caso; pero para llegar a esta determinación, la autoridad demandada debe dar trámite a la denuncia, investigar los hechos contenidos en la misma, y determinar si éstos contravienen las disposiciones del referido ordenamiento legal, de acuerdo a lo señalado por el denunciante. 

Es menester señalar que la autoridad demandada, en su escrito de contestación de demanda, refiere que la resolución impugnada se generó acorde y congruente con las circunstancias de hecho y de derecho que en ese momento prevalecían; que la denuncia del actor se advirtió de improcedente por encontrarse vinculada con el juicio de amparo ********** en el que estaba pendiente de resolver un recurso de inconformidad; que una vez advertida la relación que guardaba la denuncia con el juicio de garantías, analizada la cronología legal y el estatus que guardaban los procesos judiciales aludidos, se estimó que, la situación jurídica que prevalecía en ese momento no permitió calificar el fondo de la denuncia, lo que fue un factor determinante para no entrar al estudio profundo de lo peticionado, por lo que no hay ilegalidad en el acto impugnado. De lo que se deriva la confesión expresa de la demandada en el sentido de que no entró al estudio de lo peticionado en la denuncia.
Por otra parte, se advierte que la autoridad demandada pretende mejorar la motivación contenida en el acto impugnado, pues agrega aspectos que no fueron señalados en éste, como es lo relativo a que el actor no demuestra en que medida le causa agravio la supuesta irregularidad del fraccionamiento que refiere, que no establece un razonamiento lógico que vincule la presunta irregularidad con su persona y la existencia de un perjuicio, y que no demuestra que el fraccionamiento no cumpla con los requerimientos legales; de ahí que pretende señalar los motivos por los cuales considera que no procede la denuncia del actor, tratando de mejorar o perfeccionar la motivación expuesta en el acto impugnado, sin que exista disposición expresa que autorice a mejorar la indicada motivación, pues por el contrario, los requisitos de fundamentación y motivación, deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros; de acuerdo con el tercer párrafo del artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor, como se adelantó resultan fundados los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, toda vez que le asiste la razón al señalar que el acto impugnado carece de la debida fundamentación y motivación, vulnera los garantías de legalidad, seguridad jurídica, y los principios de congruencia y exhaustividad, pues como fue precisado en los párrafos que anteceden, declara improcedente la denuncia, sin efectuar un estudio de lo peticionado, y por tanto, tampoco resuelve sobre todos los puntos propuestos en la misma, siendo que al tratarse de actos que contravienen las disposiciones de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, conforme a lo dispuesto en su artículo 500 anteriormente transcrito, la denuncia puede ser hecha por cualquier persona física o moral. En consecuencia, en atención a la denuncia de referencia, la autoridad demandada debió admitir a trámite la misma y seguir el procedimiento establecido en el Código Procesal Administrativo para el Estado, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 518 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado, a efecto de investigar los hechos contenidos que fueron denunciados, y determinar si éstos contravienen las disposiciones del referido ordenamiento legal, de acuerdo a lo señalado por el denunciante.
En ese contexto, el acto impugnado resulta ilegal y deja en estado de indefensión a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron, dejando en estado de indefensión a la parte actora al verse afectada en sus garantías de audiencia, legalidad y debido proceso, consagradas en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, incumpliendo con lo establecido en los numerales 164 fracciones III, V y VI, 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como 500, 501, 502, 503, 518 y 526 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, circunstancias que se desprenden del acto impugnado. 
Sirve de apoyo de lo anterior la Tesis de Jurisprudencia de la Novena Época, Registro: 200234, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo II, Diciembre de 1995, Página 133, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: P./J. 47/95, que refiere: 

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado”

Así como el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”  

En esa tesitura, se actualizan las causales de ilegalidad previstas por el artículo 250 fracciones II, III y IV, del Código Procesal Administrativo para Estado de San Luis Potosí; toda vez que, el acto impugnado se encuentra indebidamente fundado y motivado, no se cumplieron las formalidades del procedimiento, pues la demandada debió realizar un procedimiento en el que se resolviera la denuncia ciudadana, aunado a que, los hechos se apreciaron en forma equivocada, dejándose de aplicar las disposiciones debidas; incumpliendo así la autoridad demandada, con los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, lo que resulta suficiente para decretar la ilegalidad del acto impugnado.

Es preciso señalar que el concepto de impugnación referido se atendió con base en el principio de mayor beneficio para el demandante; por lo que, en tales circunstancias, es ocioso el estudio de los restantes conceptos de impugnación manifestados por la parte actora, ya que aun y cuando resultaren fundados, no mejorarían los beneficios obtenidos en la presente resolución. Siendo aplicable el criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, tesis 3, Séptima Época, que a la letra dice: 
“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja.” 
En consecuencia, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio ********** de fecha 8 de noviembre de 2019 emitido por la Segunda Síndico Municipal y Representante Legal del Ayuntamiento, en el que en su párrafo tercero entre otras cosas dice que la denuncia formulada por actor es improcedente; por lo que se decreta su NULIDAD TOTAL y se le deja sin efecto legal alguno.
En el entendido de que, subsiste la obligación legal para la autoridad demandada de emitir una nueva resolución en relación a la denuncia presentada por la parte actora, previo desahogo del procedimiento respectivo; pues de otra manera se dejaría sin resolver la referida denuncia, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica.

En ese sentido, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos; en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, la autoridad demandada deberá efectuar lo siguiente:
1.- Admitir a trámite la denuncia presentada por el hoy actor de fecha 30 de agosto de 2019, conforme lo dispuesto en el artículo 500 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí.
2.- Desahogar el procedimiento establecido en Título Tercero, Libro Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, observando lo dispuesto en los artículos 500, 501, 502, 503, 518, 526 y 529 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí; en el que se emita una resolución debidamente fundada y motivada atendiendo todos los aspectos contenidos en la denuncia presentada por el hoy actor, así como cada uno de los puntos que fueron solicitados, determinando la procedencia o inoperancia de lo denuncia y, en caso de negativa, expresar la razón sustentada jurídicamente de por qué no procede, detallando en forma exacta, precisa y clara, los argumentos y preceptos legales que la faculten para ello.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II, III y IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y por la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada con motivo de la pandemia del Coronavirus (COVID 19), quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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